
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, A 

CARGO DE LA DIPUTADA RUTH SALINAS REYES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita, diputada Ruth Salinas Reyes, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, de la 

LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete a consideración la siguiente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, 

conforme con la siguiente 

Exposición de Motivos 

Existen causales no punibles de la interrupción legal del embarazo en cada una de las treinta y dos entidades 

federativas del territorio nacional. Sin embargo, se vive la problemática de no homogeneidad de los servicios de 

salud, a través de dispositivos normativos que marquen la pauta a seguir. Las entidades federativas no tienen un 

marco regulatorio que dirija de forma mínima un procedimiento de interrupción legal del embarazo, existe 

desconocimiento de los procedimientos, falta de capacidad profesional, sin protocolos de actuación que protejan 

los derechos de la mujer y de los profesionales médicos, además de una nula infraestructura para llevar a cabo 

éste método de protección a la salud. 

Lo anterior, en razón de las dificultades de implementación que presenta la normativa actual, que regula la 

interrupción legal del embarazo no punible de manera restrictiva. Todo ello denota una preocupación para 

generar las mejores condiciones de seguridad y salud cuando se acceda a la interrupción legal del embarazo, 

toda vez, que es un problema de salud pública existente dentro de nuestra sociedad, pero que a la luz de las 

autoridades federales y de las entidades federativas es un tema olvidado, exceptuando la Ciudad de México. 

En este contexto, las entidades federativas de nuestro país tienen diversas causales en donde la interrupción del 

embarazo no se penaliza, por lo cual, el Estado debe garantizar el acceso y disfrute más alto de salud. 

De manera extraordinaria, se reconocen los avances para la Ciudad de México, contrario sensu se siguen 

presentando dificultades, de mayor gravedad en las entidades federativas. No existe legislación armónica entre 

la federación y las entidades federativas, lo cual reviste de una serie de dificultades e irregularidades cuando una 

mujer intenta acceder a los servicios de una institución de salud pública para interrumpir su embarazo por una 

causa inimputable. Por ello, se propone modificaciones a la Ley General de Salud, debido a que la ley en 

comento es un dispositivo el cual establece las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y la 

concurrencia de la federación y las entidades federativas en materia de salubridad general. Es de aplicación en 

toda la República y sus disposiciones son de orden público e interés social. 

Lo cual implica que se adecuen los ordenamientos y procedimientos de acceso a la salud de las entidades 

federativas a la Ley General de Salud, para acceder a la interrupción legal del embarazo no punible de forma 

segura, gratuita y con toda certeza de no poner en peligro la vida de ninguna mujer. 

Artículo 333. No es punible el aborto causado sólo por imprudencia de la mujer embarazada, o cuando el 

embarazo sea resultado de una violación. 

Artículo 334. No se aplicará sanción: cuando de no provocarse el aborto, la mujer embarazada o el producto 

corran peligro de muerte, a juicio del médico que la asista, oyendo éste el dictamen de otro médico, siempre que 

esto fuera posible y no sea peligrosa la demora. 



 
  

Así pues, la legislación penal de cada una de las entidades federativas tiene causales no punibles de la 

Interrupción del Embarazo por diversos motivos, es un tema que existe, que no se aborda con la seriedad 

debida. 

En las 32 entidades federativas de nuestro país la interrupción legal del embarazo tiene causales no punibles por 

motivos diversos. Que en su mayoría coinciden: 

• En 29 entidades federativas cuando el embarazo es producto de una violación; 

• En 29 entidades federativas se permite cuando el embarazo pone en riesgo la vida de la mujer; 

• En 29 entidades federativas cuando el aborto se produce de manera “imprudencial”; 

• En 10 entidades federativas cuando el embarazo constituye un riesgo severo a la salud de la mujer; 

• En 14 entidades federativas en casos de malformaciones congénitas; 

• En 11 entidades federativas cuando el embarazo es producto de una inseminación artificial no consentida; y 

• En 2 entidades federativas por cuestiones económicas. 

La legislación tiene tipificados los delitos de aborto, asimismo, las causales por la interrupción del embarazo sin 

responsabilidad para quien lo ejerza, siempre que se especifique su inimputabilidad. 

Sin embargo, el tema toral, es la salud de las mujeres. La salud es un derecho humano fundamental, consagrado 

por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos e instrumentos internacionales, imprescindible 

para el ejercicio de los derechos humanos. Nuestra Carta Magna, establece el derecho humano de acceso y 

protección a la salud en su artículo cuarto párrafo tercero que a la letra dice: 

“Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el 

acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en 

materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta 

Constitución.” 

Asimismo, sobre la importancia de la salud y la garantía que debe ofrecer el Estado se recoge lo siguiente: 

“Todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir 

dignamente. La efectividad del derecho a la salud se puede alcanzar mediante numerosos procedimientos 

complementarios, como la formulación de políticas públicas en materia de salud, la aplicación de los 

programas de salud elaborados por la Organización Mundial de la Salud (OMS) o la adopción de 

instrumentos jurídicos concretos. Además, el derecho a la salud abarca determinados componentes aplicables 

en virtud de la ley,”
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El Estado debe garantizar la salud y el acceso a ella. Con la legislación y los mecanismos adecuados para 

satisfacerlo, en éste sentido la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer, es un instrumento internacional de carácter obligatorio para el Estado Mexicano que en su artículo 11, 

numeral 1, de la fracción F señala lo siguiente: 

“el derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia 

de la función de reproducción.” 



 
  

Subsecuentemente en su artículo 12 numeral 1 y 2 signa lo siguiente: 

“1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 

mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y 

mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la 

familia.” 

“2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la mujer servicios 

apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios 

gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.”
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En esta tesitura, existe una preocupación mundial por mejorar la protección y el acceso a la salud en su más alto 

nivel, por parte de los organismos internacionales, mismos que exigen que los Estados donde el aborto sea legal, 

se deban poner en práctica los procedimientos para hacer que estos servicios sean seguros y accesibles a las 

mujeres sin discriminación. 

La organización internacional no gubernamental en defensa de los derechos humanos alrededor del mundo, 

Human Rights Watch señala respecto al acceso a la salud por motivos de interrupción legal del embarazo: 

“Las mujeres enfrentan restricciones legales o de facto en su acceso al aborto legal y seguro en la gran 

mayoría de los países del inundo. De hecho, hasta incluso donde el aborto está permitido por ley las mujeres 

frecuentemente tienen un acceso seriamente limitado a los servicios de aborto por causa de una falta de 

reglamentación, por servicios de salud inadecuados, o por falta de voluntad política.”
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En este sentido, señala el Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales lo siguiente: 

“se ha establecido que el derecho a la salud que incluye la salud sexual y reproductiva exige servicios de 

salud, incluidos los servicios de aborto legal, que estén disponibles y que sean accesibles, aceptables y de 

buena calidad.”
4
 

En concordancia con lo anterior, es que el Estado Mexicano tiene la obligación intrínseca de garantizar el 

acceso a la salud con las mejores prácticas en todo el país, incluyendo cuando se trata de la interrupción legal 

del embarazo no punible. 

En este tenor, es de importancia mayúscula la Acción de Inconstitucionalidad resuelta por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación; 

Acción de inconstitucionalidad 146/2007 y su acumulada 147/2007. Promoventes: Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos y Procuraduría General de la República. 
5
 

Quien señala, en términos generales, que la interrupción legal del embarazo constituye un derecho a la salud, 

por lo tanto, las entidades federativas que lo prevén deben facilitar estos servicios en la menor temporalidad 

posible. Igualmente, reconoce que las víctimas por violencia sexual tienen derecho al reconocimiento, goce, 

ejercicio, protección de todos sus derechos humanos, incluyendo los civiles, políticos, culturales y sociales, 

principalmente los relacionados con el acceso a la salud. 

En nuestro país, como en el resto del mundo se encuentra un constante debate sobre la despenalización del 

aborto, sin embargo, para efectos de la presente reforma, no entraremos en esa discusión, sino en generar las 

condiciones necesarias de acceso a la salud pública cuando por algunas de las causas no punibles de la 



 
  

interrupción legal del embarazo las mujeres tengan la seguridad de realizarse una interrupción libre y segura con 

amplia protección y seguridad del Estado. 

En consecuencia, existe una preocupación para generar las mejores condiciones de seguridad y salud cuando se 

acceda a la interrupción legal del embarazo, en razón de que es un problema de salud pública en nuestra 

sociedad, pero que a la luz de las autoridades federales y de las entidades federativas es un tema olvidado, 

exceptuando la Ciudad de México. 

Con base a los datos mostrados, podemos estar en condiciones de señalar la necesidad de mantener una 

homologación de los servicios de salud en todo el país, si bien es cierto, cada Entidad tiene su autonomía para 

regularse, también lo es, que el Estado tiene la obligación de generar directrices fundamentales de garantizar y 

no obstruir el derecho a interrumpir un embarazo por cualquiera de las causales no punibles establecidas por los 

estados de la República Mexicana. 

Existe una preocupación inminente, por la problemática de salud pública, en cuanto al número de abortos que 

hay en nuestro país, ya sea por una mala práctica médica o abortos clandestinos. De acuerdo al resumen 

ejecutivo de Gutmatcher Institute
6
 existen los siguientes datos en nuestro país: 

“Se realizan un aproximado de un millón 26 mil abortos anualmente, es un promedio de 38 abortos por cada 

mil mujeres, que oscila entre las edades de 15 a 44 años, lo cual las restricciones legales no es una solución, 

información incompleta porque no se tienen los mecanismos adecuados para saber a ciencia cierta el número 

de mujeres expuesta al aborto.” 

La interrupción legal del embarazo y la mortalidad materna en el mundo y en nuestro país se pueden prevenir, 

generando las condiciones necesarias de acceso libre, seguro y gratuito a la salud, la Organización Mundial de 

la Salud señala que diariamente mueren alrededor de 800 mujeres por causas relacionadas al embarazo y parto, 

entre ellas la práctica del aborto. 

De acuerdo a los datos señalados por la Secretaría de Salud de la Ciudad México, en doce años de que se realiza 

la interrupción legal del embarazo se han llevado a cabo 209 mil 359
7
 procedimientos en los hospitales públicos 

certificados, de los cuales no hay decesos. 

- En referencia a los argumentos vertidos, guardando las debidas proporciones, observemos en esta materia 

todo lo referente al acceso a la salud en el país de Canadá el cual lo garantiza de manera adecuada en 

hospitales públicos y privados.
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Esta nación, es una de las primeras en despenalizar la interrupción del embarazo, es legal y no está limitada por 

la legislación nacional, menos la provincial. En este sentido, la interrupción del embarazo se lleva a cabo por los 

hospitales públicos, es gratuito y seguro, ello tiene como consecuencia que la legislación estatal y provincial 

tengan la normatividad adecuada para lograr un efectivo acceso a la salud en su más alto nivel. Las provincias 

tienen su propia legislación, en las cuales se financia en su totalidad la interrupción legal del embarazo, en otras 

de manera parcial, algunas provincias financian la interrupción legal del embarazo, son mucho menores las 

provincias en donde no se encuentran clínicas ni hospitales que no practiquen la interrupción, esta práctica de 

garantizar el acceso a la salud por la interrupción del embarazo ha redundado en beneficios amplios para las 

mujeres, eliminando todo tipo de problemática de salud por motivo de esta práctica, eliminando prácticamente 

en su totalidad casos de mortandad. 

Por todo lo anterior, es que se propone la armonización de la legislación nacional en concordancia con los 

instrumentos internacionales, para reforzar y mejorar el acceso a los servicios médicos de interrupción legal del 



 
  

embarazo no punibles, sobre las opciones existentes de interrupción legal del embarazo, los apoyos para las 

mujeres que se encuentran en esa condición y las alternativas para quien pretende ejercer éste derecho. 

Para ello debemos mencionar la conclusión que realiza el Grupo de Información y Reproducción 

Elegida,
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 quien tiene los estudios de campo más avanzados en referencia a la causal que tienen prácticamente 

todas las entidades federativas: 

El acceso a los servicios de aborto en caso de violación aún es limitado en todo México, a pesar de estar 

reconocido en el marco jurídico nacional e internacional. En muchas ocasiones, niñas y mujeres se ven 

obstaculizadas para ejercer sus derechos humanos por el desconocimiento por parte del personal médico del 

marco jurídico en el que su actuación como profesionales de la salud debe enmarcarse. De esta forma, es común 

que supongan que el acceso de una niña o mujer víctima de violación a servicios de aborto es un delito y actúan 

bajo esa creencia, negándolo o entorpeciéndolo. Sin embargo, además de re victimizarlas y de incurrir en 

violaciones de sus derechos humanos, contravienen la ley. 

Se debe acceder a una atención de calidad y disponibilidad postaborto dentro de sus lugares de origen, diseñar e 

implementar servicios amigables para las mujeres en situación de interrupción. Son necesarios esfuerzos más 

amplios, como campañas de difusión, para educar, concientizar a las mujeres, hombres, adolescentes acerca de 

los anticonceptivos con la finalidad de reforzar el conocimiento sobre los riesgos, de llevar a cabo una 

interrupción legal del embarazo, sus derechos, obligaciones, además contar con médicos especialistas y la 

constante capacitación en la materia. 

Es de importancia mayúscula, generar las condiciones para que los servicios de las causales de interrupción 

legal del embarazo en las entidades federativas sean accesibles. Por ello, es necesario crear los procesos 

administrativos, lineamientos, protocolos y reglamentos que mantengan directrices homogéneas, además de 

legislación en las entidades federativas teniendo como punto de partida la Ley General de Salud, para que tener 

acceso a un procedimiento de interrupción legal del embarazo. 

Cabe hacer mención, que el panorama es desalentador en nuestro país, pero de mayor gravedad en las entidades 

federativas con mayor población indígena, de manera cotidiana enfrenta diversas problemáticas, violencia 

obstétrica, criminalización y la más complicada las fallas estructurales de accesibilidad a la salud, aun y cuando 

se permita la interrupción por algún motivo. 

Para lo cual se emitió una recomendación por parte del Comité de la CEDAW en el año 2012, que señala lo 

siguiente:
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1. “Armonice las leyes federales y estatales relativas al aborto a fin de eliminar los obstáculos que enfrentan 

las mujeres que deseen interrumpir un embarazo de forma legal y amplíe también el acceso al aborto legal 

teniendo en cuenta la reforma constitucional en materia de derechos humanos y la recomendación general 

número 24 (1999) del Comité;” 

2. “b) Informe a los proveedores de servicios médicos y trabajadores sociales que las enmiendas 

constitucionales locales no han derogado los motivos para interrumpir un embarazo de forma legal y les 

comunique también las responsabilidades que les incumben;” 

3. “e) Se asegure de que en todos los estados las mujeres que tengan motivos legales que justifiquen la 

interrupción de un embarazo tengan acceso a servicios médicos seguros, y vele por la debida aplicación de la 

Norma Oficial Mexicana NOM-046- SSA2-2005, en particular el acceso de las mujeres que han sido violadas 

a anticonceptivos de emergencia, al aborto y a tratamiento para la prevención de enfermedades de 

transmisión sexual y el VIH/SIDA.” 



 
  

Por todo lo expuesto y justificado, es que se pretende con la presente reforma facilitar el acceso a los servicios 

de salud, al más alto nivel. Generar la gratuidad en ello, producir la reglamentación necesaria, tener las 

instalaciones médicas adecuadas, contar con profesionales preparados, registrar y saber quiénes son objetores de 

conciencia, personal clínico con conocimientos, capacitados en la materia, materiales y equipo, además de un 

órgano especializado en cada entidad federativa para el procedimiento de interrupción legal del embarazo. 

En este contexto, es de urgente necesidad llevar a cabo los cambios señalados, con el objeto principal de realizar 

un eficaz y eficiente acceso a la salud en el tema que se presenta, además de evitar la muerte materna, asegurar 

la eliminación de dogmas, estructuras sociales, políticas públicas inadecuadas o de simulación, la 

discriminación y violencia hacia la mujer por razón de género, económico, social o de otra índole. Con la firme 

convicción de robustecer el marco de actuación. 

Por tal motivo, señaladas las necesidades en materia de acceso a la salud para la interrupción legal del 

embarazo, con la necesidad de evitar que el Estado Mexicano sea omiso ante las violaciones de derechos 

humanos; es que se propone reformar y adicionar un capítulo a la Ley General de Salud que contenga elementos 

que protejan y garanticen el acceso a la salud de las mujeres que decidan interrumpir de manera legal su 

embarazo no punible, sino que sea con conocimiento de causa, con profesionales altamente capacitados y en 

condiciones salubres, con apego estricto de los derechos humanos de las pacientes y de los médicos. 

Para el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano es un compromiso imprescindible llevar acciones que 

permitan garantizar la salud en su más alto nivel, los derechos de las mujeres, el estricto respeto a los derechos 

humanos y el compromiso con las entidades federativas. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un Capítulo Séptimo al Título Tercero, recorriéndose y modificándose los 

capítulos subsecuentes de la Ley General de Salud. 

Artículo Único. Se adiciona un Capítulo Séptimo al Título Tercero, recorriéndose y modificándose los 

Capítulos subsecuentes de la ley General de Salud. 

Capítulo VII  

Interrupción legal del Embarazo 

Artículo 71 Bis. Se garantiza la prevención y el acceso a la Interrupción legal del Embarazo de forma 

gratuita y segura en las condiciones que determina el Sistema Nacional de Salud, la Secretaría de Salud, 

las instituciones de salud y los gobiernos de las entidades federativas y la Ciudad de México, en 

coordinación con las autoridades competentes en la materia. Se interpretarán en el modo más favorable 

para la protección, salvaguarda y eficacia de los derechos humanos de la mujer que solicita la 

intervención en particular. 

Para efectos de la presente Ley, se entiende por interrupción legal del embarazo segura, situaciones en las 

que la interrupción del embarazo resulta no punible, permitidos por los ordenamientos penales federales, 

de las entidades federativas y de la Ciudad de México, y debe ser garantizada por el Sistema de Salud 

Pública; la Secretaría de Salud, las instituciones de salud y los gobiernos de las entidades federativas. 

La interrupción legal del embarazo tiene carácter prioritario de acuerdo a los siguientes puntos: 

I. Que se realice por un médico especialista gineco-obstetra; 



 
  

II. Que se lleve a cabo en una clínica acreditada por la Red del Sistema Nacional de Salud; 

III. Que se realice con el consentimiento expreso y por escrito de la mujer embarazada o, en su caso, 

del representante legal; 

IV. Deberá brindarse con perspectiva de género, su derecho al libre desarrollo de la personalidad, 

integridad física y moral, libertad ideológica y no discriminación. 

V. Las instituciones de salud pública deberán proporcionar, servicios de consejería médica y social con 

información veraz y oportuna de los derechos, prestaciones y apoyos públicos de apoyo a la 

maternidad además de la interrupción legal del embarazo. 

Cuando la mujer decida practicarse la Interrupción Legal de Embarazo, de conformidad con la 

normativa aplicable, la institución de salud pública deberá efectuarla en un término no mayor a tres días, 

contados a partir de que sea presentada la solicitud y satisfechos los requisitos establecidos en las 

disposiciones reglamentarias aplicables. 

Artículo 71 Ter: Los establecimientos de atención médica que estén autorizados para la interrupción 

legal del embarazo deberán contar con un Comité Médico para la Interrupción Legal del Embarazo. 

I. El Comité Médico al que se refiere el artículo anterior estará formado por un equipo 

multidisciplinario integrado por dos médicos especialistas gineco-obstetras y médicos Expertos en 

diagnóstico prenatal, un pediatra y un psicólogo. 

II. Confirmado el diagnóstico por el comité médico, la mujer decidirá sobre la intervención. 

III. En cada una de las entidades federativas y de la Ciudad de México habrá, al menos, un Comité 

Médico de la Red del Sistema Nacional de Salud. Los miembros, titulares y suplentes, designados por 

las autoridades sanitarias competentes, lo serán por un plazo no inferior a un año. La designación 

deberá hacerse a su máxima publicidad en las entidades federativas y la Ciudad de México. 

IV. El Funcionamiento del Comité dependerá del reglamento que se determine. 

Artículo 71 Quáter. El médico a quien corresponda practicar la interrupción legal del embarazo tendrá 

derecho a ejercer la objeción de conciencia, y por tal razón excusarse de intervenir en la interrupción 

legal del embarazo, teniendo la obligación de referir a la mujer con un médico no objetor. Cuando sea 

urgente la interrupción legal del embarazo para salvaguardar la salud o la vida de la mujer, no podrá 

invocarse la objeción de conciencia. Es obligación de las instituciones públicas de salud del Gobierno 

Federal, de las entidades federativas y de la Ciudad de México garantizar la oportuna prestación de los 

servicios y la permanente disponibilidad de personal de salud no objetor de conciencia en la materia. 

Artículo 71 Quinquies. Promover e impulsar programas y campañas de difusión para la población sobre 

los derechos que tienen las personas sobre la interrupción legal del embarazo no punible y capacitaciones 

para las autoridades y profesionales médicos que tengan contacto con ellas sobre el marco normativo 

vigente. 

Artículo 71 Sexties. Para la prevención de la interrupción legal del embarazo, la Secretaría de Salud, las 

instituciones de salud y los gobiernos de las entidades federativas y Ciudad de México, en coordinación 

con las autoridades competentes en cada materia, fomentarán, promoverán en materia de derechos 

sexuales, reproductivos y no reproductivos. 



 
  

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. La Secretaría de Salud Federal y los Gobiernos de las entidades federativas y de la Ciudad de México 

realizarán y adecuarán los ajustes necesarios para cumplir con las disposiciones normativas en materia de 

interrupción legal del embarazo en la presente reforma en un término de noventa días, a partir de entrada en 

vigor del presente decreto. 

Tercero. La Secretaría de Salud, las instituciones de salud y los gobiernos de las entidades federativas y de la 

Ciudad de México, realizarán las disposiciones reglamentarias en materia de interrupción legal del embarazo en 

un término de noventa días, a partir de la publicación del presente decreto. 

Cuarto. La Secretaría de Salud realizará el protocolo de actuación para la atención integral de las mujeres con 

derecho a la interrupción legal del embarazo no punible en un término no mayor a ciento ochenta días naturales 

a partir de la entrada en vigor del presente decreto. 

Quinto. La Secretaría de Salud deberá elaborar un registro de los profesionistas objetores de conciencia. En un 

término no mayor a 90 días naturales a partir de la entrada en vigor del presente decreto. 
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